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Bogotá, D. C., de diciembre de 2012
Doctora 
KARIME MOTA Y MORAD 
Presidente Comisión Primera 
Honorable Senado de la República 
Ciudad
En cumplimiento del honroso cargo que nos im-

partió la Mesa Directiva de la Comisión Primera del 
Senado de la República, nos permitimos rendir in-
forme de ponencia para segundo debate al Proyecto 
de ley número 15, acumulado con los Proyectos de 
ley número 10, 19, 85 y 86 Cámara, por la cual se 

-

en los 
siguientes términos: 

1. ANTECEDENTES 
El Proyecto de ley número 15 de 2012, fue ra-

dicado en la Secretaría General del Senado, por los 
honorables Senadores Roy Barreras, Efraín Cepeda, 
Juan Fernando Cristo, Juan Francisco Lozano, Jhon 
Sudarsky, Antonio Guerra de Espriella, Alexan-
dra Moreno Piraquive, Luis Carlos Avellaneda y 
Samuel Arrieta, el pasado 20 de julio de 2012. 

El pasado 31 de julio, la Mesa Directiva desig-
nó como ponentes a los honorables Senadores Juan 
Fernando Cristo, Jorge Eduardo Londoño, Parme-

nio Cuéllar Bastidas, Doris Clemencia Vega y Her-
nán Andrade Serrano y Manuel Enríquez Rosero ©. 
La presente iniciativa fue aprobada en la Comisión 
Primera del Senado el pasado 5 de diciembre del 
presente año. 

2. ACUMULACIÓN DE PROYECTOS
Habiéndose cumplido con los requisitos previs-

tos en el artículo 152 del Reglamento Interno del 
Congreso, se procede a acumular los siguientes pro-
yectos de ley, por existir entre ellos unidad de mate-
ria y no haberse presentado, respecto a los mismos, 
ponencia para primer debate:

1. El Proyecto de ley número 10 de 2012 Cá-
mara, 

-

fue presentado por los 
honorables Representantes Alfredo Deluque, Al-
fonso Prada Gil, Germán Varón Cotrino, Guiller-
mo Rivera Flórez, Carlos Andrés Rodríguez, Juan 
Valdés Barcha, Luis Antonio Serrano, Jack Housni 
y los honorables Senadores Gilma Jiménez, Luis 
Eduardo Londoño, Iván Name, Jhon Sudarsky y 
Félix Varela, Gabriel Zapata Correa, radicado el día 
20 de julio y publicado en la Gaceta del Congreso 
número 462 de 2012. 

Solamente, se acumulan las disposiciones refe-
rentes a las Comisiones de Conciliación, excluyén-
dose los artículos que versan sobre la presentación 
de proposiciones, la iniciación del primer debate y 
el trámite de las objeciones presidenciales respecto 
de los actos legislativos, por cuanto estos temas se-
rán tratados en proyectos separados. Esta reforma es 
tan solo la primera cuota inicial de lo que será esta 
iniciativa de modernización del Reglamento Interno 
del Congreso. 

2. El Proyecto de ley número 19 de 2012 Cá-
mara, 
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presentado por el 
honorable Representante Alfredo Bocanegra Varón, 
radicado el 23 de julio y publicado en la Gaceta del 
Congreso número 463 de 2012. 

3. El Proyecto de ley número 85 de 2012 Cá-
mara, 

presentado por 
el honorable Representante Francisco Pareja, radi-
cado el 14 de agosto de 2012 y publicado en la Ga-
ceta del Congreso número 527 de 2012. La citada 

de la Ley 5ª de 1992, referentes a la publicación y 
reparto de los proyectos de ley, el contenido de la 
ponencia, y las Comisiones de conciliación. Sola-
mente se acumulan las disposiciones pertinentes al 
trámite de dichas comisiones, por cuanto estas ma-
terias serán objeto de estudio en proyectos separa-
dos, como ya se advirtió en líneas anteriores. 

4. El Proyecto de ley número 86 de 2012 Cá-
mara, -

presentado por el honorable Represen-
tante Henry Humberto Arcila Moncada, radicado el 
día 14 de agosto de 2012 y publicado en la Gaceta 
del Congreso número 527 de 2012. En igual senti-
do, únicamente se acumulan los artículos referentes 
a las Comisiones de Conciliación. 

3. OBJETO Y CONVENIENCIA 
La presente iniciativa tiene por objeto, regular 

con exhaustividad el funcionamiento y organiza-
ción de las Comisiones de Conciliación. A pesar 
de tener fundamento legal y constitucional, el fun-
cionamiento de estas comisiones no está regulado 
en detalle, de allí que sea pertinente actualizar las 
disposiciones sobre la materia, teniendo en cuenta 
la jurisprudencia constitucional y la práctica legisla-
tiva que se ha fraguado al interior de estas Comisio-
nes. La reforma no puede ser meramente coyuntu-
ral, sino estructural, que apunte a dotar el trámite de 
las Comisiones de Conciliación de mayor claridad, 
idoneidad, legitimidad, transparencia y participa-
ción democrática y a robustecer la legitimidad ética 
y política del funcionamiento del Congreso. 

Para nadie es un secreto que en más de una oca-
sión, las Comisiones de Mediación se convirtieron 
en una cámara más, con poderes extraconstituciona-
les de incorporar normas jurídicas nuevas no debati-
das en el trámite de los proyectos. Los últimos epi-
sodios acaecidos con motivo de la fallida reforma 
a la justicia obligan a tomar medidas urgentes para 
evitar el abuso de las Comisiones de Conciliación 
con el consiguiente ahondamiento del desprestigio 
congresional. 

Si bien es cierto, es absolutamente necesario y 
conveniente realizar un ajuste integral a la Ley 5ª de 
1992, no es menos urgente reformar las Comisiones 
de Conciliación, como la primera cuota inicial de lo 
que debe ser esa reforma. 

Así, resulta pertinente someter a consideración 
del honorable Congreso el presente proyecto de ley, 
con el cual se pretende dar mayor claridad y com-
plementariedad a las disposiciones legales que exis-

ten en materia de conciliación de textos para apro-
bación de los proyectos de ley y de acto legislativo 
por el Congreso. 

4. JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL Y 
JURISPRUDENCIAL

Fundamento Constitucional y legal
La Constitución Política de 1991 previó la crea-

ción de las (artículo 
161) como una instancia dentro del procedimiento 
legislativo, a la cual se le atribuye la facultad de su-
perar las discrepancias que surgen entre lo aprobado 
por la Plenaria del Senado y la Cámara de Repre-
sentantes, precisamente porque el constituyente de 
1991, dejó abierta la posibilidad que, durante el trá-

proyecto de ley o de acto legislativo. 
A su vez, la Ley 5ª de 1992, en sus artículos 186 

y siguientes, consagra el procedimiento que se debe 
seguir para la designación de los miembros de la 
Comisión, su función y la forma como deben re-
solverse las discrepancias. Empero, el funciona-
miento de estas Comisiones no está regulado de 
manera exhaustiva, razón por la cual es frecuente la 
aplicación analógica de los principios que rigen el 
procedimiento legislativo por un lado, y por otro a 
la aplicación de reglas propias de otras actuaciones 
que regulan situaciones similares1, lo que no siem-
pre resulta sencillo de llevar a la práctica. 

La reglamentación de esta materia, debe intentar 
abarcar todos los escenarios posibles de delibera-
ción, como garantía democrática de representación, 
que el constituyente originario le ha atribuido al 
Congreso. 

Fundamento jurisprudencial
En reiterada jurisprudencia, la Corte ha soste-

nido que no todas las diferencias entre los textos 
aprobados entre una y otra cámara constituyen dis-
crepancias. A continuación, se transcribe , 
algunos apartes de la Sentencia C-1147 de 2003, re-
iterada en numerosas oportunidades: 

-

-
-

-

-
-
-
-

-

-

1 Serie hoja de ruta. Trámite Legislativo Ordinario.



GACETA DEL CONGRESO  001  Jueves, 24 de enero de 2013 Página 3

-

para que se entien-
dan debidamente conformadas las comisiones de 
conciliación, deben existir diferencias notorias en-
tre las disposiciones normativas que se consideren 
y aprueben en una Cámara y las que se debaten 
en la otra. Sobre esto último, es relevante destacar 
que el ámbito de competencia funcional de las co-
misiones de conciliación no solo está determina-
do por la existencia de discrepancias, sino, como 
se dijo, también por los principios de identidad y 
consecutividad, en el sentido que no pueden mo-
di car la identidad de un proyecto ni proceder a 
conciliar las discrepancias que se presenten entre 
las Cámaras, en los casos en que el asunto de que 
se trate no guarde relación temática ni haya sido 
considerado en todas las instancias legislativas re-
glamentarias” (resaltado es nuestro). 

De su lectura, se colige que la Conciliación solo 
opera respecto de aquellos asuntos sobre los cua-
les ha habido discrepancias entre lo aprobado por 
las plenarias de las respectivas cámaras, sin que se 
puedan entrar a conciliar asuntos que no han sido 
objeto de diferencia alguna; además es importante 
tener presente que las comisiones de conciliación, 
no pueden alterar la esencia del proyecto y deben 
regirse por los principios de identidad y consecuti-
vidad. 

En igual sentido, el Alto Tribunal ha determi-
nado que las discrepancias existen 

-

So-
bre esta última tesis, se ha dicho que -

-

Es preciso aclarar, que 
-

Hay que tener presente que las Comisiones de 
Conciliación deben regirse por los principios de 
unidad de materia, identidad y consecutividad. Co-
rresponde a estas Comisiones, preparar un texto que 
procure conciliar los textos disímiles. Al hacerlo, 

-
-

-
2 C-033 de 2009, reiterada en la C- 178 de 2007 y Senten-

cia C-292 de 2003, C-307 de 2004, entre otras.
3 C-033 de 2009. También puede verse la Sentencia 

C-551 de 2003.

-
-

-
4 En este sentido, ha soste-

nido de las Comisiones de Conciliación, no pueden 
sustituir la voluntad de las Comisiones Constitucio-
nales Permanentes. 

En relación con el principio de consecutividad, 
la Corte Constitucional en Sentencia C-040 de 
2010, sostuvo: 

consecutividad es que los asuntos que conforman 
un provecto de ley o de acto legislativo hayan sido 
objeto de debate y decisión en sentido aprobatorio 
o denegatorio tanto en las comisiones constitucio-
nales permanentes como en las plenarias. -

-

-

” (Subrayas fuera 
de texto).

-

-

-

-

-

-

4 Ibídem.
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-

Así mismo, frente al alcance del principio de 
manifestó lo siguiente: 

princi-
pio de identidad exible 

-

-

-

-

-

(Subrayado 
fuera de texto).

De lo anterior se concluye la importancia de 
asumir correctamente los conceptos de consecutivi-

las normas mínimas con las cuales no cercenar la 

guardando siempre la identidad en el asunto, ma-
teria o esencia objeto del proyecto de ley o de acto 
legislativo, lo que implica que a la hora de conciliar 
los textos, podría bien adoptarse un artículo nuevo 
por su literalidad, pero nunca nuevo por su natura-
leza y por la materia de la que trate, pues ya se ha 
considerado que la constitucionalidad de dicho pro-
ceso implica que la materia sobre la que se legisla 
haya de debatirse de acuerdo al trámite establecido 
en la norma constitucional y legal, y guarde plena 
conexidad con el objeto del proyecto. 

Al respecto la Corte Constitucional sostuvo: 

(i) un artículo nue-
vo no siempre corresponde a un asunto nuevo 
puesto que el artículo puede versar sobre asuntos 
debatidos previamente; (ii) no es asunto nuevo 
la adición que desarrolla o precisa aspectos de la 
materia central tratada en el proyecto siempre que 
la adición esté comprendida dentro de lo previa-
mente debatido; (iii) la novedad de un asunto se 
aprecia a la luz del provecto en su conjunto, no 
de un artículo especí co; (iv) no constituye asunto 
nuevo un artículo propuesto por la Comisión de 
Conciliación que crea una fórmula original para 
superar una discrepancia entre las Cámaras en 
torno a un tema. Tratándose de los actos legisla-
tivos, se ha precisado que el concepto de asunto 
nuevo es más amplio porque existe una relación 
estrecha entre distintos temas constitucionales da-
das las características de la Constitución de 1991  
(Subrayado es nuestro)  

-

-
-

-

-

-

-

-

-

-
-

Aunado a lo anterior, la honorable Corte en Sen-
tencia C-397 de 2010, se pronunció sobre los cam-
bios sustanciales, que implicarían una transforma-
ción de la iniciativa, en este caso de un referendo, 
y que trasgreden en sí, los principios anteriormente 
mencionados: 
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-
-
-
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-

5. CONTENIDO DEL PROYECTO 
El proyecto de ley consta de once artículos, in-

cluida la vigencia. A continuación, se resume de 
manera sucinta el contenido del proyecto de ley: 

Denominación de las Comisiones. 
el Capítulo VI de la Sección V de la Ley 5ª de 1992, 

-
dentales de Conciliación. 

Composición. En cuanto a la conformación de 
las comisiones accidentales de conciliación, se in-
cluye la participación de los ponentes que hayan 
sido designados para segundo debate de la iniciati-
va de cada cámara, así como sus autores y quienes 
hayan formulado reparos y observaciones, garanti-
zándose de esta forma que las deliberaciones en el 
seno de dichas comisiones sean enriquecidas con 
diferentes puntos de vista. En todo caso, se permite 
que las bancadas que quieran formar parte de ella, 
puedan hacerlo. Habrá un ponente coordinador por 
cada Cámara. 

Lugar de sesiones. Teniendo en cuenta las ini-
ciativas provenientes de la Cámara de Representan-
tes, se dispone que estas comisiones solo pueden 

evitar presiones externas indebidas que soslayen el 
debate democrático. Los actos que se realicen por 
fuera del recinto del Congreso carecerán de vali-
dez y quienes participen en ellas, serán sancionados 
conforme a las leyes. 

unidad de materia. consecutividad e identidad 
relativa. Si bien consideramos que la cristalización 
de estos principios no es un requisito necesario para 
su reconocimiento, por tener un amplio desarrollo 
jurisprudencial, creemos que este tipo de disposi-
ciones pueden facilitar la práctica parlamentaria a 

ejecute a la luz de ellos. 
Contenido de los informes y levantamiento de 

actas. Se dispone que el informe que se elabore, de-
berá contener un registro de la forma detallada en la 

un cuadro comparativo de los artículos aprobados 
en todos los debates y las discrepancias objeto de 
conciliación, teniendo en cuenta los principios an-
teriormente enunciados. Así mismo, un instrumento 

comisiones, es el levantamiento de las actas respec-
tivas. 

Términos para la presentación de los infor-
mes de conciliación. Resulta pertinente limitar la 
discrecionalidad de los Presidentes de las Cámaras, 

Comisiones Accidentales de Conciliación rindan el 
informe, pues en el estado de cosas actual, el tér-
mino para presentar el correspondiente informe es 
discrecional de los Presidentes, quienes pueden de-
cidir que las conciliaciones se desarrollen en horas, 
un día o menos, sin tener en cuenta la cantidad de 
articulado del proyecto de ley o de acto legislativo 
a conciliar. Dichas prácticas, restan de legitimidad 
las decisiones que se adoptan en el seno de esta Ins-
titución. Por tal razón, resulta indispensable indicar 
el término mínimo que tendrán las Comisiones de 
Conciliación, el cual será a más tardar dentro de los 
dos (2) días siguientes a la fecha de designación de 
la misma. 

Siguiendo esta misma línea y con base en el ar-
tículo 161 constitucional que establece que la pu-
blicación del informe de conciliación se debe hacer 
por lo menos con un día de anticipación, en esta ini-
ciativa se propone un término de dos (2) días para 
su consideración en la Sesión Plenaria de cada Cá-
mara. De esta forma, se otorga un término pruden-
cial a los congresistas para que puedan conocer y 
estudiar el contenido del informe y evitar de esta 
manera que sean sorprendidos por la votación de un 
informe que no hayan analizado previamente. 

 Con el pre-
sente proyecto se busca favorecer la democracia 
deliberativa de relevancia constitucional, mediante 
el aprovechamiento de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, al tiempo que se armo-
niza el Reglamento del Congreso a otros desarrollos 
legales de la actividad legislativa como la Ley 1431 
de 2011. Así, documentos como el informe de las 
Comisiones de Conciliación deberán ser publicados 
no sólo en la Gaceta del Congreso, sino también en 
las páginas web de Senado y Cámara, de manera 
inmediata. 

Participación ciudadana. Se fortalece la par-
ticipación ciudadana en esta etapa del trámite le-

presentar las observaciones que estimen pertinen-

del día siguiente de publicación de los proyectos 

democrático en la aprobación de normas de nuestro 
ordenamiento jurídico, y garantizar la visibilidad y 
transparencia de las decisiones del legislativo. 

Discrepancias. La consagración de esta dispo-
sición constituye la esencia misma del proyecto, 
por cuanto la 

Teniendo en cuenta la jurispru-
dencia constitucional, y en especial la Sentencia 
C-040 de 2011, 

5 C-040 de 2011.
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-

6. DEBATE EN LA COMISIÓN PRIMERA
El texto que se somete a consideración de la 

plenaria del Senado de la República, acoge en su 
inmensa mayoría las proposiciones y observacio-
nes presentadas al articulado por los miembros de 
la Comisión Primera del Senado y la Subcomisión 
que se creó para mejorar la redacción del articulado, 
integrada por los honorables Senadores Luis Carlos 
Avellaneda, Jesús Ignacio García y Carlos Enrique 
Soto.

En términos generales, se incluyeron aquellas 
disposiciones que hacen más transparente y exhaus-
tivo el trámite legislativo, y se redujeron los térmi-
nos para la presentación de las observaciones por la 
ciudadanía en general, los informes de conciliación 
y su posterior consideración por la plenaria de cada 

de estas Comisiones. 
7. PROPOSICIÓN 
Por las anteriores consideraciones, respetuo-

samente nos permitimos solicitar a la Plenaria del 
Senado, dar segundo debate, al Proyecto de ley nú-
mero 15 de 2012 Senado, acumulado con los Pro-
yectos de ley números 10 de 2012 Cámara, 19 de 
2012 Cámara, 85 de 2012 Cámara y 86 de 2012 
Cámara, 

-

con el texto aprobado en la Comisión 
Primera del Senado.

De conformidad con el inciso segundo del artí-
culo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publi-
cación del presente informe.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 15 DE 2012 SENADO, ACUMULADO 
CON LOS PROYECTOS DE LEY NÚMEROS 
10 DE 2012 CÁMARA, 19 DE 2012 CÁMARA, 
85 DE 2012 CÁMARA Y 86 DE 2012 CÁMARA

-

-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifícase el Capítulo VI de la Sec-
ción V de la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 

I. Comisiones Accidentales de Conciliación
Artículo 2°. Modifícase el artículo 186 de la Ley 

5a de 1992, el cual quedará así: 
Artículo 186. Comisiones Accidentales de Con-

ciliación. 

-

-

-

Artículo 3°. La Ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo 
artículo 186A, del siguiente tenor: 

Artículo 186A. Discrepancias  

-

-
-

-

Artículo 4°. Modifícase el artículo 187 de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así: 

Artículo 187. Composición y lugar de sesiones. 

-

-
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-

-

-
-

-
-

-
-

Artículo 5º. La Ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo 
artículo 187A, del siguiente tenor: 

Artículo 187A Criterios de aplicación por las 
Comisiones Accidentales de Conciliación. -

-

1. Consecutividad

-

-
-

2. Unidad de materia. -

-
-

3. Identidad relativa
-

-

-

Artículo 6°. La Ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo 
artículo 187A, del siguiente tenor: 

Artículo 187B. Sanciones. 
-

-

-
-

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 188 de la 
Ley 5a de 1992, el cual quedará así: 

Artículo 188. Informes y Actas. 

-

Parágrafo.

-
-
-

-

Artículo 8°. La Ley 5ª  de 1992 tendrá un nuevo 
artículo 188A del siguiente tenor: 

Artículo 188A. Términos y publicación. -
-

-

Parágrafo.
-
-

Gaceta del Congreso. 
Artículo 9°. Modifíquese el artículo 189 de la 

Ley 5ª de 1992, el cual quedará así: 
Artículo 189. Negación de disposiciones. -

-

-

Artículo 10. La Ley 5ª de 1992 tendrá un nuevo 
artículo 230A del siguiente tenor: 

Artículo 230A. Observaciones a los proyectos 
de conciliación por particulares. 

-
-

-
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Artículo 11. La presente ley rige a 
partir de su publicación y deroga las normas que le 
sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado el Pro-
yecto de ley número 15 de 2012 Senado, por la cual 

-

 acumu-
lado con los Proyecto de ley números: 10 de 2012 
Cámara, 19 de 2012 Cámara, 85 de 2012 Cámara 
y 86 de 2012 Cámara, como consta en la sesión del 
día 5 de diciembre de 2012, Acta número 31.

O B J E C I O N E S   P R E S I D E N C I A L E S
OBJECIONES PRESIDENCIALES,  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 141 DE 
2011 SENADO, 133 DE 2012 CÁMARA

 
 

Bogotá, D. C., 11 de enero de 2013 
Honorable Senador 
ROY LEONARDO BARRERAS MONTEALE-

GRE 
Presidente 
Senado de la República 
Congreso de la República 
Ciudad 
Referencia: -

yecto de ley número 141 de 2011 Senado, 133 de 
2012 Cámara, -

Áreas Metropolitanas
Estimado señor Presidente: 
En ejercicio de lo dispuesto en los artículos 165 

y 166 de la Constitución Política, el Gobierno Na-
cional devuelve al honorable Congreso de la Repú-
blica, con objeciones por inconstitucionalidad, y sin 
la correspondiente sanción presidencial, el Proyecto 
de ley 141 de 2011 Senado, 133 de 2012 Cámara, 

-

El Gobierno se permite plantear del siguiente 
modo los reparos de inconstitucionalidad: 

1. El artículo 12 del proyecto de ley desarrolla el 
tema de los planes subregionales integrales. Dispo-

-
tamental, los municipios vinculados al municipio 
núcleo o a los municipios que forman parte del área 
metropolitana, articularán sus planes de desarrollo 
y de ordenamiento territorial de acuerdo con las 
orientaciones establecidas en el Plan de Desarrollo 
Departamental y en el Metropolitano. 

-
tituye una intromisión en la autonomía territorial de 
los municipios que no forman parte del área metro-

desarrollo en función de los de la entidad metropoli-
tana. De acuerdo con dicho texto, el Plan Integral de 
Desarrollo Metropolitano, por cuenta de la decisión 

-
tal, termina convirtiéndose en un instrumento de 
obligatorio cumplimiento para la elaboración de los 
planes de desarrollo y ordenamiento territorial de 
municipios que no integran el área metropolitana. 

Si bien tiene todo el sentido que tal obligación 
exista frente a los municipios que integran el área 
metropolitana, los cuales voluntariamente, y luego 
de agotado un procedimiento –aún precedido de una 
consulta popular–, han decidido formar parte de la 
misma y sujetarse a sus decisiones en las materias 
que constituyan hechos metropolitanos, no ocurre lo 
mismo frente a los que no integran el área metropo-
litana y que quedan con una obligación equivalente, 

-
cina de planeación departamental que los encuentra 
“vinculados”, ya no con la metrópoli, sino con algu-
nos de los demás municipios que la integran. 

Frente a los primeros, esto es, los municipios o 
distritos que integran el área metropolitana, de he-
cho el artículo 10 de la Ley 388 de 1997 había ya 
dispuesto que constituyen determinantes en la ela-
boración y adopción de sus planes de ordenamien-
to territorial “[L]os componentes de ordenamien-
to territorial de los planes integrales de desarrollo 

-
tropolitanos, así como las normas generales que es-

áreas metropolitanas en los asuntos de ordenamien-
to del territorio municipal, de conformidad con lo 
dispuesto por la Ley 128 de 1994 y la presente ley”. 
Tal restricción de su autonomía, está circunscrita a 
los hechos metropolitanos y se explica en forma ele-
mental en su pertenencia al área metropolitana. 

Frente a los segundos, esto es, los municipios 
-



GACETA DEL CONGRESO  001  Jueves, 24 de enero de 2013 Página 9

mental se encuentren vinculados “con alguno de los 
otros municipios que hacen parte del Área Metro-

-
boración y adopción de sus planes de ordenamien-
to estén sujetos a “las orientaciones, directrices y 
políticas generales” que se establezcan en el Plan 
de Desarrollo Metropolitano, si no integran siquiera 
el área metropolitana. Ello, en consecuencia, com-
porta un vicio de inconstitucionalidad del texto, ya 
que cabe interpretar que representa una infundada 
restricción de la autonomía municipal y de alguna 
manera la extensión inopinada de la jurisdicción del 
área metropolitana. 

Sobre este punto, es necesario tomar en cuenta 
que inclusive normas que condicionan decisiones 
municipales a autoridades del orden departamental 
han sido halladas inconstitucionales por la Corte 
Constitucional1, no obstante la vigencia del artículo 
298 de la Constitución Política, que asigna a los de-
partamentos funciones de complementariedad de la 
acción municipal. 

2. El artículo 16 del proyecto, en su numeral 2, 
establece que la Junta Metropolitana estará confor-
mada por el gobernador o gobernadores de los res-
pectivos departamentos, o en su defecto, por el Se-
cretario o Jefe de Planeación Departamental como 
delegado. 

No obstante, tal como lo establece el artículo 
319 de la Carta Política, las áreas metropolitanas 
son organizaciones formadas por municipios, con el 

del territorio bajo su responsabilidad. De allí que 
los asuntos que incumben a dichas entidades sean 
los propios de los municipios y nada más que estos. 
Desde esa perspectiva, la presencia del gobernador 
o de delegados del gobernador en la toma de deci-
siones de rango metropolitano resulta contraria a la 

-
cia transmunicipal de los hechos metropolitanos. 

La presencia de los gobernadores o de sus dele-
gados en la toma directa de las decisiones que in-
cumben a las áreas metropolitanas no solo se consi-
dera una intervención inadecuada del departamento 
en los asuntos del municipio, sino que excede las 
propias funciones constitucionales asignadas a los 
departamentos, pues estos, según lo prevé el artícu-
lo 298, tienen funciones de coordinación y acción 
complementaria frente a los municipios, además de 
intermediación entre estos y la Nación, lo cual ex-
cluye la participación activa en la toma de decisio-
nes de rango metropolitano.

El Gobierno considera que la presencia del go-
bernador o gobernadores o sus delegados en las jun-
tas metropolitanas no honra la función de coordina-
ción de los departamentos y, en cambio, sí afecta la 
autonomía territorial de los municipios, por lo que 
la disposición se encuentra en contravía de la Carta 
(art. 287 C. P.). 

3. Por la misma razón, resulta inconstitucional 
que el parágrafo 3° del artículo 8° del proyecto de 
ley habilite a los gobernadores para proponer la 
1 Cfr Entre otras, Corte Constitucional C-1146 de 2001 y 

C-219 de 1997.

anexión de los municipios de su departamento a las 
áreas metropolitanas ya constituidas. El parágrafo 
objetado permite que los gobernadores propongan 
la anexión de municipios a áreas metropolitanas ya 
conformadas, pero no establece que para tales efec-
tos se deba contar con la autorización del municipio. 
La norma ofrece esta posibilidad como si se tratara 
de una potestad unilateral del gobernador que puede 
afectar indudablemente la autonomía territorial del 
municipio, habida cuenta de que nada más que su 
propia voluntad institucional puede obligar al mu-
nicipio a participar en un proceso de anexión a una 
entidad pública que se crea de manera voluntaria. 
El Gobierno considera que por la misma razón an-
terior, la norma contraría el principio de autonomía 
territorial del municipio. 

4. La Corte Constitucional ha señalado que de 
conformidad con el principio de legalidad del tribu-
to, la determinación de los elementos estructurales 

Congreso y, en desarrollo de la misma, de los con-
cejos municipales y asambleas departamentales. De 
allí que solo la ley, las ordenanzas y los acuerdos 

directamente, los sujetos acti-
vos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las 
tarifas de los impuestos. 

Sentencia C-822 de 2011, la Corte sostuvo que: “(i) 
Son los órganos de elección popular quienes direc-
tamente deben señalar los sujetos activo y pasivo, 
el hecho y la base gravable y la tarifa de las obli-
gaciones tributarias, pues esta exigencia emana de 
lo prescrito por el artículo 338 superior; (ii) al esta-
blecer los elementos del tributo, es menester que la 
ley, las ordenanzas o los acuerdos determinen con 

los elementos esenciales del mismo; (iii) Solo cuan-
do la falta de claridad sea insuperable, se origina 
la inconstitucionalidad de la norma que determina 
los elementos de la obligación tributaria; (iv) el re-
quisito de precisión y claridad las normas que seña-
lan los elementos de la obligación tributaria no se 
opone al carácter general de dichas normas; (v) no 
se violan los principios de legalidad y certeza del 
tributo cuando uno de los elementos del mismo no 
está determinado expresamente en la norma, pero es 
determinable a partir de ella”. 

Así, en términos de la jurisprudencia, la determi-
-

ción corresponde a los órganos de elección popular, 
pues así lo indica el artículo 388 de la Carta. 

No obstante, el numeral 2 del literal c) del artí-
culo 21 del proyecto de ley establece como atribu-
ción de la Junta Metropolitana, en materia de obras 
de interés metropolitano, la determinación de las 
obras de carácter metropolitano que serán objeto de 
contribución por valorización lo cual, a juicio del 
Gobierno, resulta contradictorio con el artículo 338 
constitucional, pues las áreas metropolitanas no son 
organismos de elección popular, no obstante que la 
constitución de una entidad de esta naturaleza de-
pende de la aprobación de la ciudadanía mediante 
una consulta popular. 
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La norma objetada permite que las juntas metro-
politanas determinen las obras que serán objeto de 
contribución por valorización, lo cual implica, en la 
práctica, la determinación de los elementos del tri-

de contribución por valorización el área metropo-

la contribución, que a su vez opera como base gra-
vable. La determinación de la obra que será obje-
to de esta contribución incide adicionalmente en la 
determinación de los sujetos pasivos, pues la zona 

-

construcción y, por tanto, los sujetos obligados al 
pago de la contribución. 

5. Por la misma razón, el numeral 1 del literal f) 
-

re a las áreas metropolitanas la potestad de dictar 
el 
que le permite al área metropolitana establecer las 
contribuciones de valorización de obras de carácter 
metropolitano. Nuevamente, el artículo 338 cons-
titucional, que establece el principio de legalidad 
del tributo, determina que las únicas autoridades 
habilitadas para establecer el sistema y método de 
cobro de dichas contribuciones son los municipios 
y los departamentos, mediante acuerdos y ordenan-
zas, por lo que no corresponde a las áreas metropo-
litanas dictar un estatuto general en la materia. Esta 

-
damentales de la contribución por valorización que, 
por disposición constitucional, es facultad privativa 
de las entidades territoriales. 

Sobre el particular es preciso aclarar que, aun-
que el artículo 317 de la Carta Política señala que 
“Solo los municipios podrán gravar la propiedad in-
mueble” y que “lo anterior no obsta para que otras 
entidades impongan contribución de valorización”, 
la Corte Constitucional ha entendido que cuando la 

nación o a los departamentos. Así se desprende de 
la Sentencia C-822 de 2011, en la que la Corte ma-

“5.3.5. Finalmente, con respecto al argumento 
esgrimido, en el sentido de que el Congreso debía 

esta competencia no puede ser delegada a las en-
tidades territoriales, se reitera que el sujeto pasivo 
y el hecho generador del impuesto predial y de la 

fueron efectivamente 

-
rritoriales cuya soberanía territorial se circunscribe 
a los límites impuestos por la Constitución y la ley 
en la medida en que, tal y como lo ha reconocido la 
Corte desde sus primeras sentencias, la autonomía 
de los municipios en materia tributaria no es abso-
luta. El impuesto predial, es un tipo de tributo en 

manera concurrente entre el legislador y los órganos 
de representación del municipio. 

-

 (C-822 
de 2011).

Del texto de la jurisprudencia queda claro en-
tonces que solo las entidades territoriales podrían 
imponer la contribución por valorización predial, 
y que por tanto las áreas metropolitanas no pueden 
hacerlo, por no ostentar dicha categoría. 

6. En la misma línea argumentativa, el numeral 
3 del mismo literal dispone que las juntas metropo-
litanas decretarán el cobro de la participación de la 
plusvalía por la obra pública o la contribución por 
valorización de acuerdo a lo establecido en la ley, lo 
cual implica que las áreas metropolitanas determi-
narán, por acuerdo, la distribución de recursos cuya 
destinación está reservada al municipio. 

Ciertamente, el artículo 313 de la Constitución 
Política asigna a los concejos municipales la fun-
ción de regular el uso del suelo, concepto en el que 
está incluida la distribución de los recursos de la 
plusvalía, es decir, aquel mayor valor que recibe un 
predio por razón del cambio de destinación del sue-
lo en el que está asentado o por la variación de los 
permisos concedidos sobre el mismo. En razón de 
que es el concejo municipal el que determina el uso 
del suelo y, además, de que solo los municipios pue-
den gravar la propiedad inmueble, según lo indica 
el artículo 317 de la Carta, la asignación a las áreas 
metropolitanas de la función de determinar la dis-
tribución de la plusvalía implica una intromisión de 
dicha entidad en las competencias de los concejos 
municipales. Ello sin contar con la vulneración del 
artículo 338 de la Carta, en los mismos términos en 
que se ha demostrado para las otras disposiciones 
de este artículo. 

7. Por otro lado, el numeral 4 del literal f) del 
artículo 21 resulta contrario a la Carta porque au-
toriza a las áreas metropolitanas a aprobar los cu-
pos de endeudamiento público. El artículo 364 de 
la Constitución Política de Colombia establece que 
el endeudamiento interno y externo está en cabeza 
de la Nación y de las Entidades Territoriales, por 
lo que dicha autorización no podría recaer en una 
entidad que no tiene esta naturaleza. Por su parte, la 

-
les es competencia de sus corporaciones de elección 
popular, según lo indican los artículos 300-5, para 
los departamentos y 313-5 para los municipios, por 
lo que no podría válidamente el área metropolitana 

Dado que las áreas metropolitanas no ostentan la 
calidad de entidades territoriales, no resulta admisi-
ble que aprueben los cupos de endeudamiento de los 
municipios que la conforman, todavía más porque 
el artículo 345 de la Carta señala que la autorización 
de gasto corresponde a la Nación, a los departamen-
tos y a los municipios. En esa medida, aprobado el 
presupuesto por el municipio, el área metropolitana 
carece de competencia para autorizar partidas de 
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endeudamiento distintas. Las apropiaciones presu-
puestales destinadas a cubrir el servicio de la deuda 
son de reserva de las entidades territoriales, que de-
ben ser aprobadas en el ejercicio presupuestal ordi-
nario. De allí que las áreas metropolitanas carezcan 
de esta competencia, en términos constitucionales.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

C O N C E P T O S   J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DE MINHACIENDA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 006 DE 

2011 CÁMARA, 262 DE 2012 SENADO

-

1.1
Uj-2416-12
Bogotá, D. C. 
Honorable Senador 
ROY LEONARDO BARRERA MONTEALE-

GRE 
Presidente 
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 006 de 2011 

Cámara, 262 de 2012 Senado, por medio de la 

Respetado Presidente: 
De manera atenta, se reitera lo manifestado en 

en relación con el Proyecto de ley número 006 de 
2011 Cámara, 

ey 

-
el cual pretende incentivar la desintegración 

de un gran número de vehículos inservibles a través 
de la condonación por el término de 2 años del im-
puesto de vehículos automotores adeudado por los 
contribuyentes del mismo. 

Esta iniciativa, reviste de la mayor utilidad para 
la Nación, debido a su impacto positivo en materia 

-

ca en esta iniciativa, se generará una fuente valiosa 
de reciclaje sin impacto ambiental, lo cual podría 
generar una escala de producción de la más alta ca-
lidad de acero reciclado proveniente de las desinte-
graciones efectuadas en virtud de esta ley en trámi-
te, además, da lugar a una reducción constante en la 
contaminación ambiental. En últimas se prioriza la 
disminución de pasivos ambientales y se incentiva a 
la reutilización de materiales aptos industrialmente. 

Por otro lado, la iniciativa también prevé una 
condonación de la deuda al impuesto vehicular a 
quienes accedan a la desintegración de los auto-
motores, lo anterior, no es otra cosa que hacer más 
atractivo para el usuario contribuyente el proceso 
de desintegración una vez el bien objeto de la ley 
haya cumplido su ciclo de vida útil. La anterior con-

su vez, es una medida que aumenta la efectividad 
en la actualización de la información de los pasivos 

el recaudo nacional, toda vez que la exención plan-
teada es sobre las carteras de difícil o nulo recaudo 
del Estado. 

De acuerdo con lo anterior este Ministerio reitera 
el aval a la iniciativa, dado que impacta positiva-
mente el orden nacional e incide de manera efectiva 
en materias ambientales y económicas. 

Cordialmente, 

Ministro de Hacienda y Crédito Público.
Con copia: honorable Senado Juan Lozano Ra-

mírez, Autor 
Honorable Senadora Piedad Zuccardi, Ponente 
Doctor Gregorio Eljach Pacheco, secretario del 

Senado de la República, para que obre dentro del 
expediente.

T E X T O S   A P R O B A D O S   E N   P L E N A R I A
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 14 
DE DICIEMBRE DE 2012 AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 161 DE 2012 SENADO, 041 DE 

2012 CÁMARA
 
 

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Créase la Estampilla Pro Desarrollo 

Institución Universitaria de Envigado (IUE). 
Artículo 2°. Autorízase a la asamblea departa-

mental de Antioquia, para que ordene la emisión de 
la Estampilla “Pro Desarrollo Institución Universi-
taria de Envigado (IUE)”. 

Artículo 3°. El valor correspondiente al recaudo 
por concepto de lo establecido en el artículo 1° de la 
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el desarrollo de todas las actividades físicas, acadé-
micas, de investigación, extensión y proyección so-
cial, de bienestar académico de la IUE, o sea gastos 
de inversión. En funcionamiento, solo se podrá des-
tinar, el porcentaje que decida el Consejo Directivo, 
para el pago de docentes. 

Parágrafo. Autorízase al Consejo Directivo de la 
Pro Desarrollo Institución Universitaria de Enviga-
do, para establecer anualmente el monto y la desti-
nación de los recursos obtenidos, según las priorida-
des y necesidades de la Institución. 

Artículo 4°. La emisión de la Estampilla “Pro 
Desarrollo Institución Universitaria de Envigado 
(IUE)”, cuya creación se autoriza, será hasta por 
la suma de cien mil (100.000.000.000.) de pesos, 
el monto total recaudado será, establece a precios 
constantes del año 2012. 

Artículo 5°. Autorízase a la Asamblea Departa-
mental de Antioquia, para que determine los ele-
mentos consecutivos del gravamen, de conformidad 
con el artículo 338 de la Constitución Nacional. Es-
tablecerse como hechos gravables o base imponi-
ble de la estampilla, que por la presente ley se crea: 
La contratación que realicen las entidades públicas 
del orden departamental. Los recibos, constancia, 
autenticaciones, guías de transporte, títulos acadé-

entidades a nivel departamental. Las novedades de 
personal que se produzcan en el departamento a ex-
cepción de la nómina o pago mensual de los servi-
dores del departamento. 

Parágrafo. La ordenanza que expida la asamblea 
departamental de Antioquia, en desarrollo de lo dis-
puesto en la presente ley, será dada a conocer al Go-
bierno Nacional, a través de los Ministerios de Ha-
cienda y Crédito Público y de Educación Nacional. 

Artículo 6°. Facúltese a los Concejos Municipa-
les del departamento de Antioquia para que adopten 
el uso de estampilla que autoriza la presente ley. 

Artículo 7°. Autorícese al departamento de An-
tioquia para recaudar los valores producidos por el 
uso de la Estampilla “Pro Desarrollo Institución de 
Envigado (IUE)” en las actividades que se deban 
realizar en el departamento, en los municipios que 
determine la Asamblea departamental, en las enti-
dades descentralizadas de unos y otros y en las enti-
dades del orden nacional que funcionen en el depar-
tamento de Antioquia. 

Parágrafo 1°. El traslado de los recursos prove-
nientes de la estampilla a la Institución Universita-
ria en Envigado (IUE), en ningún caso superará los 
treinta (30) días siguientes al recaudo respectivo. 

Artículo 8°. La obligación de adherir y anular la 

a cargo de los servidores públicos del orden depar-
tamental, municipal y nacional con asiento en el 
departamento de Antioquia, que intervengan en los 
hechos, actos administrativos u objetos del grava-
men. El incumplimiento de esta obligación generará 

-
les correspondientes. 

Artículo 9°. El recaudo de la estampilla se dis-

todas las actividades físicas, académicas, de inves-
tigación, extensión y proyección social y de bien-
estar académico de la IUE. El recaudo y pago de la 
estampilla tendrá una contabilidad única especial y 
separada. 

Parágrafo: La tarifa contemplada en esta Ley no 
podrá exceder hasta el dos por ciento (2%) del va-
lor total del hecho, acto administrativo u objeto del 
gravamen. 

Artículo 10. El control al traslado de los recur-
sos, a la inversión de los fondos del cumplimiento 
de la presente ley, estará a cargo de la Contraloría 
Departamental de Antioquia. 

Artículo 11. Esta ley rige a partir de su promul-
gación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
14 de diciembre de 2012, al Proyecto de ley nú-
mero 161 de 2012 Senado, 041 de 2012 Cámara, 

, y de esta manera conti-
núe su trámite legal y reglamentario en la honorable 
Cámara de Representantes.

Ponente.
El presente texto fue aprobado en Plenaria de Se-

El Secretario General,

C O N T E N I D O
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